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ASUNTO
Se pronuncia la Sala en torno a la impugnación interpuesta el señor Personero Municipal de Dosquebradas-Risaralda, quien actúa en nombre y representación de la señora DORIS CUBILLOS ALDANA contra el fallo mediante el cual el Juzgado Penal del Circuito de Dosquebradas, negó la tutela de los derechos fundamentales invocados en contra del MINISTERIO DE VIVIENDA Y OTROS. 
ANTECEDENTES
Relata el accionante que su representada, junto a su grupo familiar debió abandonar su vivienda por encontrarse en una zona de algo riesgo por inestabilidad de los suelos, desde entonces ha debido pagar arrendamiento, a pesar de haber sido censada desde el año 2006 por parte del Instituto de Desarrollo Municipal –IDM- de Dosquebradas, quien determinó que dicho predio sería tenido en cuenta dentro de las futuras reubicaciones. Sin embargo, han transcurrido diez años y aún no tiene una solución de vivienda.
Afirma el libelista, que la señora Cubillos y su familia viven penurias para poder pagar arrendamiento por no contar con una vivienda propia, por ello pretende ser vinculada al programa de las 86.000 viviendas de interés prioritario para ahorradores a nivel nacional que se están construyendo en el municipio de Dosquebradas, ello con el fin de salir de su estado de miseria. 
Por lo narrado, solicita de la Judicatura que se le ordene a quien sea el competente la reubicación inmediata de la señora Doris Cubillos y su familia, de no ser ello posible, entonces que se disponga que se le debe brindar subsidio de arrendamiento hasta tanto se haga efectiva su reubicación. Adicionalmente que se le preste toda la asesoría necesaria para que pueda hacer efectiva su vinculación al programa de las 86.000 viviendas para ahorradores que se están construyendo en el municipio de Dosquebradas. 
SENTENCIA DE PRIMERA INSTANCIA
El Juzgado Penal del Circuito de Dosquebradas avocó el conocimiento de la actuación, admitió la demanda tutelar, corrió el traslado a las partes accionadas en la forma indicada en la ley y al efectuar un juicioso estudio de la situación fáctica planteada, decidió en fallo del 7 de abril de 2014, negar la tutela de los derechos fundamentales invocados por la señora Cubillos, al considerar que a pesar de que se logró demostrar en la tutela que la accionante efectivamente debió abandonar su predio por estar construido sobre una zona de alto riesgo, también lo es que ello ocurrió hace más de seis años y sólo hasta ahora la actora viene a solicitar la protección constitucional; por otra parte consideró que no es viable dar órdenes para que ella sea reubicada de inmediato por cuanto en su caso, la reubicación está a cargo del municipio de Dosquebradas y no del Fondo de Adaptación, quien sólo maneja recursos para atender a damnificados por ola invernal, por tanto la actora debe cumplir los requisitos que el Instituto de Desarrollo Municipal pida, en el momento en que existan los recursos para tal fin. 
FUNDAMENTO DE LA IMPUGNACIÓN
El señor Personero de Dosquebradas una vez se notificó de la decisión procedió a impugnarla, toda vez que considera que a la señora Cubillos y a su familia se le vulneran los derechos a la vivienda digna en conexidad con la vida, la dignidad humana, la integridad personal y el mínimo vital, por cuanto lleva una década tratando de obtener una solución habitacional, realizando para tal fin diversos trámites ante distintas entidades sin que a la fecha haya obtenido resultado alguno, y viendo como la única casa que tenía, y en la cual no podía habitar por estar en zona de alto riesgo, se derrumbaba. 
Afirma que su representada en la actualidad no tiene un lugar donde vivir, y ha sido abandonada completamente por el Estado y por Gobierno Municipal de Dosquebradas, pues ha procedido a reubicar primero a personas con menos necesidades que ella, quien se ve pasando afujías para poder pagar arrendamiento, ya que en muchas ocasiones tiene que dejar de suplir otros gastos como alimentación o pago de servicios públicos para costear el canon de arrendamiento. 
De acuerdo a lo dicho, solicita se revoque la decisión de la Juez A-quo y en consecuencia se le ordene su reubicación inmediata en una vivienda que cuente con condiciones dignas para su subsistencia. 

CONSIDERACIONES
La Colegiatura se encuentra funcionalmente habilitada para desatar la impugnación interpuesta de conformidad con los artículos 86 de la Constitución Política, 32 del Decreto 2591 de 1991 y 1 del Decreto 1382 de 2000. 

Le corresponde determinar a esta Corporación, si en el presente caso es posible ordenarle al Municipio de Dosquebradas, reubicar y asignar a la señora Doris Cubillos Aldana, una vivienda toda vez que desde el año 2004 se le ordenó desalojar su casa por estar la misma construida en una zona de alto riesgo geológico.
El amparo previsto en el artículo 86 Superior como mecanismo procesal, específico y directo tiene por objeto la eficaz, concreta e inmediata protección de los derechos constitucionales fundamentales en una determinada situación jurídica cuando éstos sean violados o se presente amenaza de conculcación o cuando se reclamen de manera concreta y específica, no obstante, en su formulación concurran otras hipótesis de reclamo de protección judicial de derechos de diversa naturaleza y categoría, caso en el cual prevalece la solicitud de tutela del derecho constitucional fundamental y así debe proveer el Juez para lograr los fines que establece la Carta Política.

Es pertinente recordar, como lo consigna la línea jurisprudencial, que la acción constitucional objeto de estudio tiene un propósito claro, definido, estricto y específico, que le es propio como lo determina el artículo 86 de la Carta Política, que no es otro que brindar a la persona protección inmediata y subsidiaria para asegurar el respeto efectivo de los derechos fundamentales que se le reconocen
.

“La acción de tutela ha sido concebida únicamente para dar solución eficiente a situaciones de hecho creadas por actos u omisiones que implican la trasgresión o la amenaza de un derecho fundamental, respecto de las cuales el sistema jurídico no tiene previsto otro mecanismo susceptible de ser invocado ante los jueces a objeto de lograr la protección del derecho; es decir, tiene cabida dentro del ordenamiento constitucional para dar respuesta eficiente y oportuna a circunstancias en que, por carencia de previsiones normativas específicas, el afectado queda sujeto, de no ser por la tutela, a una clara indefensión frente a los actos u omisiones de quien lesiona su derecho fundamental. De allí que, como lo señala el artículo 86 de la Constitución, tal acción no sea procedente cuando exista un medio judicial apto para la defensa del derecho transgredido o amenazado, a menos que se la utilice como mecanismo transitorio para evitar un perjuicio irremediable. 

“Así entonces, la tutela no es un medio alternativo, ni menos adicional o complementario para alcanzar el fin propuesto. Tampoco puede afirmarse que sea el último recurso al alcance del actor, ya que su naturaleza, según la Constitución, es la de único medio de protección, precisamente incorporado a la Carta con el fin de llenar los vacíos que pudiera ofrecer el sistema jurídico para otorgar a las personas la plena protección de sus derechos esenciales
.

“Es criterio reiterado de esta Corporación, que en materia de amparo judicial de los derechos fundamentales, la acción de tutela es el último mecanismo judicial para la defensa de esos derechos, al que puede acudir el afectado por su violación o amenaza sólo después de ejercer infructuosamente todos los medios de defensa judicial ordinarios, o ante la inexistencia de los mismos”
.

La protección constitucional consiste en una decisión de inmediato cumplimiento para que la persona respecto de quien se demostró que vulneró o amenazó conculcar derechos fundamentales, actúe o se abstenga de hacerlo; denota entonces, la importancia que tiene la orden de protección para la eficacia del amparo, ya que sería inocuo que pese a demostrar el desconocimiento de un derecho fundamental, el Juez no adoptara las medidas necesarias para garantizar materialmente su goce. 

Concretamente lo indicado por el libelista, está dirigido a que por este mecanismo excepcional y expedito se le ordené al Municipio de Dosquebradas o a quien corresponda brindarle una solución de vivienda definitiva a la señora Doris Cubillos Aldana, toda vez que tanto ella como su familia llevan alrededor de diez años esperando ser reubicados, por cuanto desde el año 2004 les fue dada la orden de desalojar la casa que tenían por estar ubicada en zona de alto riesgo geológico. 
El derecho a la vivienda digna.

Establece el artículo 51 de la Constitución que “Todos los colombianos tienen derecho a vivienda digna.” entendiéndose este como un derecho de carácter prestacional, de segunda generación, que de acuerdo a lo dicho por la misma norma constitucional requiere de un desarrollo normativo por parte del Gobierno Nacional para su realización, la Corte Constitucional lo ha definido así:

“El concepto de vivienda digna implica contar con un lugar, propio o ajeno, que le permita a la persona desarrollarse en unas mínimas condiciones de dignidad y satisfacer su proyecto de vida. Igualmente, el artículo 51 de la Constitución Política consagra el acceso a una vivienda digna como un derecho de todas las personas, y asigna al Estado la obligación de fijar las condiciones necesarias para hacerlo efectivo a través de la promoción de planes de vivienda de interés social, sistemas adecuados de financiación a largo plazo y formas asociativas para la ejecución de dichos programas.”

Ahora bien, al tratarse de un derecho catalogado como económico, de entrada se puede pensar que no es susceptible de ser protegido por vía constitucional, sin embargo, teniendo en cuenta que el hecho de habitar una vivienda digna está ligado con otro tipo de derechos de primera generación como lo son la salud y la dignidad humana, la jurisprudencia constitucional ha indicado que el juez de tutela debe verificar el cumplimiento de ciertos requisitos por parte de quien reclama este derecho como vulnerado, para de esa manera poder establecer la procedibilidad o no del mecanismo invocado, por ello la Corte Constitucional ha dicho:

“9. Por lo anterior, se ha concluido que el juez constitucional sólo ha de intervenir cuando no existan otros mecanismos de protección, éstos resulten insuficientes, o ante la inexistencia o deficiencia del desarrollo legal o reglamentario sea necesaria la intervención del juez para garantizar la igualdad real y efectiva del accionante, especialmente cuando éste está en una situación de debilidad manifiesta, y que por tanto sea claro que la persona carezca de medios indispensables para hacer viable la realización de su proyecto de vida con dignidad.

 

10. Teniendo en cuenta lo expuesto, es posible entonces identificar tres supuestos en los cuales procede el amparo por vía de tutela[12], siempre y cuando  se  cumplan los requisitos establecidos en el párrafo precedente: (i) cuando esté de por medio la faceta de abstención o el derecho de defensa de la vivienda digna, es decir “la obligación estatal de no perturbar el goce del derecho injustificadamente, y de proteger a las personas contra injerencias indebidas de terceros en el goce del derecho a la vivienda”[13]; (ii) cuando haya un reclamo relativo al respeto de un derecho subjetivo adquirido según el desarrollo legal y reglamentario del tema y, (iii) por último, cuando debido a la situación de debilidad manifiesta del accionante la posible vulneración al derecho a la vivienda digna ponga en riesgo su dignidad.

 

11. Adicionalmente, la Corte estableció, en la sentencia T-573 de 2010[14], que el derecho a la vivienda digna se protege para evitar una injusta privación o afectación de la vivienda, no siempre con miras a obtener una prestación económica tendiente a asegurar el disfrute de la misma. Por ello se determinó que la situación fáctica debe cumplir con una de dos condiciones: el acto que se dice es lesivo del derecho debe ser injusto, ilícito o ilegítimo, o si es un acto legítimo la ponderación de los beneficios con el detrimento que ocasione debe resultar manifiestamente desproporcionado.”

Del caso concreto: 

En el presente asunto, pretende el señor personero de Dosquebradas que por medio de esta acción constitucional, se ordene la reubicación inmediata de la señora Cubillos Aldana, reubicación que en su concepto se traduce en la entrega de una vivienda de interés prioritario. Como sustento de su petición, afirma que su representada lleva más de diez años esperando ser reubicada toda vez que de la casa donde vivían, con su difunto esposo, fueron desalojados por encontrarse la misma en zona de alto riesgo geológico.
De acuerdo a la anterior información, teniendo en cuenta lo obrante en el expediente y lo dicho jurisprudencialmente frente al tema de la vivienda digna, encuentra la Sala que en el presente asunto, si bien se haya probada la orden de desalojo, no se encuentra prueba alguna respecto de las apremiantes condiciones de vida de la accionante y su familia que pongan en peligro su dignidad, su integridad o su vida. Tampoco se evidencia que la decisión de la administración de ordenar la evacuación de la vivienda de la accionante haya sido arbitraria o desproporcionada, antes por el contrario con ella lo que se ha tratado es de salvaguardar la vida tanto de la petente como de sus hijos.
De otra parte, se lee a folio 9 del cuaderno de tutela que al señor Personero el Instituto de Desarrollo Municipal de Dosquebradas le informó en el mes de diciembre de 2013, que la señora Doris no se encontraba incluida dentro de los planes de reubicación que maneja dicha entidad, por cuanto la última postulación para tal fin se hizo en el año 2006 y para ese entonces el esposo de la petente, quien era el titular del predio no aceptó la misma; por ende cuando ella hizo la solicitud a nombre propio, tras el fallecimiento de aquel, no era posible hacer nada porque no habían ni hay nuevos proyectos de reubicación. 
En este punto es bueno recordarle al señor personero de Dosquebradas que si bien a simple vista el Decreto 2591 de 1991, nada establece respecto de la carga de la prueba, sí hay varios de sus apartes en donde deja entrever la necesidad de que se aporten pruebas para llevar al Juez al convencimiento de la realidad procesal, por tal motivo tanto el accionante como el accionado están en el deber de allegar al proceso todo aquello que consideren pertinente y conducente para demostrar sus dichos, es por ello que el mencionado decreto establece que si la autoridad o persona contra quien se dirige la tutela no presenta las pruebas que se le solicitan, ni controvierte las allegadas por la contraparte, el Juez tendrá por cierto lo dicho por el actor y como únicas pruebas las aportadas por este, y con base en ellas emitirá su decisión. 

En cuanto a esa cuestión dijo la Corte Constitucional:

“2.2 La carga de la prueba en materia de tutela. Reiteración de jurisprudencia. 
 
El artículo 3º del  Decreto 2591 de 1991 establece como uno de los principios rectores de la acción de tutela “(…) la prevalencia del derecho sustancial (…)”. Por este motivo, una de las características de esta acción es su informalidad. 
 
Así, en materia probatoria, es posible demostrar los hechos aludidos por ambas partes mediante cualquier medio que logre convencer a la autoridad judicial, ya que no existe tarifa legal. Esta informalidad probatoria llega hasta el punto de que la autoridad judicial, al momento de analizar los medios probatorios aportados al proceso, pueda - cuando llegue al convencimiento de la verdad procesal - dejar de practicar algunas de las pruebas solicitadas, tal como se dispone en el artículo 22 del Decreto 2591 de 1991. 
 
De esta forma, la libertad probatoria en sede de tutela es amplia, pero esto no significa que no exista una carga mínima de la prueba en cabeza de quien alega la vulneración de algún derecho fundamental, ya que las reglas probatorias generales aplican también para la acción de tutela. Es decir, si bien es cierto que basta al juez tener la convicción de la vulneración del derecho constitucional fundamental para ampararlo, también lo es que debe acreditarse en el expediente la transgresión, para que dicha protección constitucional se pueda obtener. Para ello el juez dispone, además, de amplios poderes oficiosos, los cuales a su turno también se encuentran limitados por la idoneidad en su utilización. Así, en principio, quien alude un hecho tiene el deber de aportar los medios para convencer a la autoridad judicial de que en efecto ha sucedido o de aportar los elementos necesarios que sugieran razonablemente al juez la utilización idónea de sus poderes oficiosos en la prueba.” 
 (Negrillas de la Sala)
En conclusión, aunque en materia de tutela la carga de la prueba no sea tan rigurosa como en otras materias, ello no implica que el Juez pueda entrar a tutelar derechos sin que la afectación se demuestre mínimamente.
Bajo esas condiciones, y ante la falta de pruebas reales del perjuicio irremediable que se le está causando a la petente en la actualidad, debe la Corporación confirmar lo dicho por el fallador de primer grado.
Sin embargo, y teniendo en cuenta el interés que mostraron en este asunto respecto del programa de las 86.000 viviendas de interés prioritario para ahorradores –VIPA-, quiere la Sala instar a la señora Doris Cubillos para que se informe bien acerca de dicho beneficio, esto es buscando información vía internet, con la ayuda del acucioso Personero de Dosquebradas, o solicitándosela a las entidades responsables de desarrollar esa política, como Fonvivienda, Asocajas, el Fondo Nacional del Ahorro, o en su defecto el Ministerio de Vivienda, para que tenga claro sí puede o no ser beneficiaria del mismo.  
Por lo expuesto, el Tribunal Superior del Distrito Judicial de Pereira, en Sala de Decisión Penal, administrando justicia en nombre de la República y por la autoridad conferida en la ley,
RESUELVE

PRIMERO: CONFIRMAR la decisión adoptada por la Juez Penal del Circuito de Dosquebradas, de no proteger los derechos invocados por la señora DORIS CUBILLOS ALDANA, quien actuó en este asunto representada por el señor Personero de Dosquebradas. 
SEGUNDO: INSTAR a la señora Cubillos Aldana, para que teniendo en cuenta el interés que mostraron respecto del programa de las 86.000 viviendas de interés prioritario para ahorradores –VIPA-, se informe bien acerca de dicho beneficio, esto es buscando información vía internet, con la ayuda del acucioso Personero de Dosquebradas, o solicitándosela a las entidades responsables de desarrollar esa política -Fonvivienda, Asocajas, el Fondo Nacional del Ahorro o Ministerio de Vivienda- para que tenga claro sí puede o no ser beneficiaria del mismo.  
TERCERO: NOTIFICAR esta providencia a las partes por el medio más expedito posible y REMITIR la actuación a la Honorable Corte Constitucional, para su eventual revisión.
CÓPIESE, NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE

MANUEL YARZAGARAY BANDERA

Magistrado

JORGE ARTURO CASTAÑO DUQUE

Magistrado

JAIRO ERNESTO ESCOBAR SANZ
Magistrado
MARÍA ELENA RÍOS VÁSQUEZ
Secretaria
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